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MINISTERIO DE JUSTICIA
3192 ORDEN de 21 de enero de 1988 por la que se manda

expedir, sin perjuicio de tercero de mejor derecho,
Real Carta de Sucesión en el tItulo de Conde de
Gomara. a favor de don Pedro de Le6n y Santigosa.

De acuerdo con lo ¡mvenido en el Real Decreto de 27 de mayo
de 1912 y de conformidad con los informes emitidoa por la
Diputación de la Grandeza de España, Subsecretarfa de este
Departamento .y Comisión Permanente del Consejo de Eslado,

Este Ministerio, en nombre de S. M el Rey (q. D. 8-), ha tenido
a bien disponer que, previo PlISO~ impuesto 0Spec:W correspon­
diente y demáa derechos establecidos, se expida, sin perjuicio de
ten:ero de mejor dem:bo, Real Carta de Sucesión en el titulo de
Conde de Gomara, a favor de don Pedro de León y Santigosa, por
fallecimiento de don Rafae1 de León y Arias de Saavedra.

Maclrid, 21 de enero de 1988.

LEDESMA BARTRET

Ilmo. Sr. SubsecIetario de este Departamento.

3193 RESOLUClON de 18 de enero de 1988 de la Direc·
ción General de los Registros y del Notariado en el
recurso gubernativo interpuesto por el Procurador de
los Tribunales don Antonio J. Bozal Ochoa, en nom·
bre de la Comunidod de Propietarios de la casa
números 8, JO Y 1] de la calle Francisco Vitoria, de
Zaragoza, contra la negativa del Rf!§istrador de la
Propiedad número 6 de la misma localidad a practicar
una anotación preventiva de embargo. en virtud de
apelación del señor Registrador.

Excmo. Sr.: En el recurso gubernativo interpuesto por el
Procurador de los Tribunales don Antonio J. Boza1 Ochoa, en
nombre de la Comunidad de Propietarios de la casa números 8, 10
Y 12 de la caUe Francisco Vitoria, de Zaragoza, contra la n~tiva
del Registrador de la Propiedad número 6 de la misma localidad a
practicar una anotación preventiva de embar¡o, en virtud de
apelación del señor Registrador.

HECHOS

I

En juicio de menor cuantía número 1.S88/1983, instado por la
Comunidad de Propietarios de la casa números 8, 10 Y 12 de la
calle Francisco Vitoria, de Zaragoza, ante el luzgado de Primera
Instancia número I de Zaragoza, contra don Gonzalo Gómez
Gonzalo, se decretó embargo sobre el piso segundo izquierda de
dicba casa, propiedad del demandado, respondiendo por un
principal de 358.625 pesetas, más 125.000 pesetas, calculaclas para
Intereses y costas.

El día 15 de junio de 1984, elluez de Primera Instancia ordenó
mandamiento de embargo sobre el citado inmueble en el que se
hacia constar que la deuda provenía de recibos impagados a la
Comunidad de Propietarios, a los efectos de la Ley de Propiedad
Horizontal, siendo practicada la anotación preventiva de embargo
en el Resistro de la Propiedad número I de los de Zaragoza, con
la letra j) de orden. El II de octubre de 1984 se pidió al señor
Registrador mandamiento de cargas que se aporta el día 25 del
mismo mes. Con anterioridad, el 25 de septiembre de 1982, fue
practicada en el mismo Registro anotación preventiva de embargo
en favor del «llaneo Zaraaozano, Sociedad Anónima» ordenaila
por el citado Juez, el día 'fde julio de 1982, anotación letra B) y
el 12 de enero de 1983 fue expedida por el citado Registro la
certificación de cargas solicitada por el mismo Juzgado, en el
procedimiento que dio origen a la anotación indicada, haciéndose
constar su expedición por nota al margen de la misma.

Con fecba 6 de mayo de 1985 fue practicada en el citado
Registro la anotación de cancelación ordenada en el mandamiento

expedido por el Juzgado de Primera Instancia número 1 de los de
Zaragoza, e¡día 12 de febrero de 1985, anotación letra k), en cuya
virtud fueron canceladas diferentes anotaciones de embargo, entre
ellas la anotación letra j) antes citada.

No babiendo sido satisfechas por el señor Gómez Gonzalo las
cantidades adeudadas a la citada Comunidad, se inició el procedi­
miento de ejecución, Y. COD fecha de 30 de diciembre de 1985, se
comprobó por la parte acwra que la anotación de embargo había
sido cancelada por el Registrador de la Propiedad. El mismo día fue
puesto en conocimiento del Juez de Primera Instancia este hecho,
el cual dictó providencía el día 23 de enero de 1986, en la que se
acordaba librar mandamiento por duplicado al Registrador de la
Propiedad, haciendo constar que la anotación determinada, en
relación con la finca litigiosa por mandamiento librado en autos en
15 de agosto de 1984, se refiere a creditos por descubiertos en gastos
originados por la Comunidad actora por parte del demandado don
Gonzalo Gómez Gonzalo, de los m.... de junio de 1982 a mayo
de 1983, ambos inclusive, habiéndose presentado la demanda el 28
de noviembre de 1983, y a los fines de la afección que pueda
derivarse de acuerdo con el párrafo 2.°, regla 5.", del articulo 9 de
la Ley 49/1960, de 21 de julio.

U

Presentado el citado mandamiento- en el Registro de la Propie­
dad número 6, de los de Zaragoza, fue calificado con la siguiente
nota: «Denegada la anotación del embargo ordenada en el prece­
dente mandamiento, por haberse practicado la cancelación del
mismo con fecba 6 de mayo de 1985, con la letra K, de la finca
número 60.882, al folio 219 del tomo 2.652 del archivo, libro 197
de sección segunda.-Zaragoza, 10 de abril de 1986.-EI Registrador,
José García Almazono.

1II

El Procurador de los Tribunales, don Antonio 1. Bozal Ochoa,
en representaci6n de la Comunidad de Propietarios de la casa
números 8, 10 Y 12, de la caUe Francisco Vitoria, de Zaragoza,
interpuso recurso gubernativo contra la anterior calificación y
alegó: que la anotación letra j) realizada en fecha 14 de junio de
1984 no fue realizada por el Registrador de acuerdo con lo que
ordenaba el Juez de que «Se hiciera constar que la deuda provenía
de recibos impagados a la Comunidad de Propietarios a los efectos
de la Ley de Propiedad Horizonta1», sino que fue realizada una
simple anotación sin nínguna circunstancia ni especificación, con
lo que el piso ~stra1mente no quedaba afecto de acuerdo con el
artículo 9 de la atada Ley, y de esta manera, el6 de mayo de 1985,
el asiento pudo ser cancelado sin más. Que con la denegación de
la anotación de embargo, de fecha 10 de abril de 1986, se causaron
petjuicios cuantiosos a la Comunidad de Propietarios. Que como
fundamentos de derecho se citan los artículos 18 y 42-2 de la Ley
Hipotecaria; 165, 166 Y 175-2." de su R~mento y 9 de la Ley de
Propiedad Horizontal en su norma 5. Que de acuerdo con la
legislación antes expuesta y sus concordantes, está claro que el
Registrador debió anotar el mandamiento de embargo con las
circunstancias que se expresan en el mismo. De esta forma el
crédito era preferente a cualquier otro, cualquiera que fuese su
propietario y título de adquisición, y el piso quedaba afecto al
mismo. Por lo tanto, el haber anotado el Registrador el embargo de
forma diferente a lo ordenado por elluez y haber cancelado un
embargo por crédito preferente a cualquier otro, y no haber sido
rectificado por dicho funcionario, de acuerdo con el artículo 213 de
la Ley Hipotecaria y, a mayor abundamiento, al denegar la
anotación ot,ljeto de este recurso, se considera evidencia una
actuación que no está de acuerdo con la legislación hipotecaria,

N

El Registrador de la Propiedad, en defensa de su nota alegó que
cuando accede al Registro el mandamiento que ori~nó la nota de
calificación denegatoria, se ha practicado la anotación de cancela·
ción k), en cuya virtud, ha sido cancelada la anotación letra j), en
favor de la Comunidad de Propietarios, lo cual impide el acceso al
Registro del mandamiento presentado en base a las si8uientes
consideraciones: Primera.-Que conforme a lo preceptuado en el
artículo 76 de la Ley Hipotecaría, la anotación letra j) se ha



BOE núm. 32 Sábado 6 febrero 1988 4053

extinguido como consecuencia de la cancelación efectuada en el
Registro. el 6 de mayo de 1985. Y esta extinción supone la
desaparición registra) del asiento cancelado, que. como consecuen­
cia, ha perdido totalmente su eficacia jurídica. siendo tste el efecto
princIpal de la cancelación. Segunda.-La anotación letra j) ya no
existe registralmente, el crédito que publicaba ha sido expulsado del
Registro, en consecuencia, ninguna operacíón aclaratoria sobre el
créchto podrá practicarse en dicho Registro. Tercera.-Como conse­
cuencia del mandamiento expedido por el Juzgado de Primera
Instancia numero 1, de los de Zaragoza, se practicó en el Registro
la anotación letra k), de fecha 6 de mayo de 1985. la cual, conforme
el artículo 103 de la Ley Hipotecaria, publica Que 4<1a cancelación
preventiva de embargo letra j). queda cancelada totalmenlo+ (sic).
circunstancia recogida también al margen de la anotación letra j).
La cancelación. como asiento registral (artículo 41 del Reglamento
Hipotecario), está sujeto a la misma efectividad y garantía Que
todo, ellos (artículo 1.3 de la Ley Hipotecaria). Cuana.-El acceso
al Registro de la pretensión contenida en el mandamiento no iba
a producir ningún efecto, pues el Registro seguiría publicando
igualmente que dicha anotación está cancelada. Que los criterios
anteriormente expuestos son mantenidos unánimemente por nuer
tros tratadistas y están de acuerdo con la jurisprudencia de la
Dirección General de los Registros y del Notariado, resoluciones de
23 de junio de 1960 y 12 de septiembre de 1983, destacando el
considerando final de esta última. Que en el mandamiento expe­
dido por el Juzgado de Primera Instancia número I de los de
zaragoza, el día 15 de junio de 1984, no se señalaba que el crédito
a favor de la Comunidad de Propietarios tenía el carácter de
preferente, ni se recogía el período de tiempo al que se refería, y por
ello. de acuerdo con la resolución de 16 de febrero de 1986 (sic). la
anotación se tomó en favor de la Comunidad de Propietarios sin
hacer constar preferentemente alguna, que hubiera supuesto una
extralimitación de la función registral, contraria, además, al carác­
ter restrictivo con que ha de interpretarse toda situación privile~

!pada. Que la cancelación de la anotación letra j) debía producirse
Igualmente de figurar en el Registro el carácter preferente del
crédito que garantizaba. pues cuando in~ en el mismo el
mandamiento para practicar dicha anotación, éste está haciendo
pública la situación jurídica en que se encuentra la finca embar­
gada, existiendo en marcha un procedimiento de ejecución, res­
pecto del cual se ha hecho constar la expedición de certificación de
carga~ a que se refiere el artículo 1.489 de la Ley de Enjuiciamiento
Civil. y como la Comunidad de Propietarios conoce la existencia de
aquel procedimiento y considera que su crédito es preferente,
tendrá para su cobro preferencia, mas para hacerla efectiva no
tendrá más remedio que ejercitar la tercería de mejor derecho,
regulada en la Ley citada. Y si la autoridad judicial accede a ese
mejor derecho para el cobro no impediría la cancelación de la
anotación, es decir, la tercería no podrá declarar subsistente ningún
asiento posterior, puesto que $U tín es declarar la preferencia en el
cobro sobre el producto de la subasta de la finca embargada y no
la subsistencia de un crédito preferente. Que la cancelación de
todos los asientos posteriores. que parece DO encajar con La
regulación de los artículos 131 y 133 de la Ley Hipotecaria Y 175,
225 Y233 de su Reglamento, se produce como consecuencia de la
necesaria annonización de la legIslación hipotecaria con la Ley de
Enjuiciamiento Civil y con otros preceptos de dicha legislación que
regulan principios fundamentales de nuestro sistema, y dicha
cancelación es defendida por la totalidad de los comentaristas Que
se han ocupado del tema.

v
El ilustrísimo Magistrado-Juez de Primera Instancia número I

de zaragoza, informó que se entiende que la afección que establece
el articulo 9.5 de la Ley 49(1960, de 21 de julio, de Propiedad
HorizontaJ, tiene una naturaleza de hipoteca tácita. Que se puede
aplicar la doctrina de las sentencias del Tribunal Supremo, como
la de 23 de diciembre de 1983. Que se estima que registralmente lo
oponuno hubiese sido el anotar la demanda de ejercicio de
reclamación de gastos generales, haciéndolo con base en el artículo
42, número 1. y 10 de la Ley Hipotecaria, con lo que cualquier
transmisión posterior de la finca, forzosa o voluntaria, no llevaría
la cancelación de dicha anotación y el adquirente conocería la
acción de ejecución del derecho preferente y quedaría oblipdo al
pago de dicha carga, al no estar ya protegido por la fe publica
registral de libertad de obligaciones, frente a la Comunidad,
correspondiente a fechas anteriores al año de la adquisición y
precedente.. Que la anotación preventiva, efectuada segUn la
petición de la parte, no hacía referencia a los datos de los que
pudiera derivarse dicha afección, no apareciendo con-la preferencia
que evitase su cancelación ante la efectividad de anteriores cargas.
Que la doctrina en aplicación de la regla J7, del artículo 131 de la
Ley Hipotecaria, viene interpretando la preferencia, a fines de no
cancelación como la de canlcter registra!, única posible apreciación
automática y formal; siempre quedará • salvo la preferencia de

créditos que en otro ámbito procesal corresponda. Que por todo
ello, se entiende Que la cancelación de la anotación preventiva de
embargo fue registralmente correcta.

VI

El Presidente de la Audiencia Territorial de zaragoza revocó la
nota del Registrador, fundándose en los anículos 84 y 100 de la Ley
Hipotecaria y 100 y 200 de se Reglamento, siendo preciso que la
cancelación de la anotación se haya acordado en el mismo proceso
en el que se ordenó su práctica, y en el caso que es objeto de este
recurso, el mandamiento de cancelación fue ordenado, en ejecución
de sentencia, en otro proceso distinto de aquel en que se acordó
librar el mandamiento de anotación preventiva de embargo, y por
lo tanto, se entiende acreditada la nulidad del mandamiento de
cancelación; y. por último, en que taJes afirmaciones se efectúan
desde el principio de jerarquía normativa, puesto que ante la
taxatividad y claridad de la atribución competencial del artículo 84.
antes citado, no cabe reconocer vinualidad alguna a lo preceptuado
en el artículo 175.2" del Reglamento Hipotecario, ni mucho menos
8 la doctrina cientifica.

VII

El señor Registrador apeló el auto presidencial rnanteni~dose
en sus alegaciones y añadió que dicho auto estima nulo el
mandamiento judicial que dio origen al asiento de cancelación letra
k) y en consecuencia, dicha anotación, por emanar del mismo Juez.
pero en procediento distinto a aquel en que se había ordenado la
anotación letra j), en favor de la Comunidad de Propietarios de la
casa números 8, 10 Y 12 de la calle Francisco Vitoria, de zaragoza,
y, por lo tanto, que el Registrador no tuvo en cuenta lo dispuesto
en el artículo 84 de la Ley Hipotecaria. al extender dicha cancela­
ción, precepto que considera conculcado por lo dispuesto en el
artículo 175.2 del Reglamento Hipotecario. No obstante creemos
que ni hubo infracción de lo dispuesto en el citado artículo de la
Ley Hipotecaria, ni existe contradicción entre lo ordenado por
dicho precepto y lo establecido por el aniculo 175.5 del Regla­
mento. La norma general en materia de cancelaciones está reflejada
en el artículo 82.1 de la Ley Hipotecaria; pero esta norma general
tiene dos excepciones: El artículo 83 de dicha Ley recoge la primera
de ellas y el artículo 84 de la misma no hace sino establecer quién
ha de extenderse como Juez o Tribunal competente, la segunda
excepción es la recogida en el anículo 82.2 de la Ley citada Y 174
Y siguientes de su Reglamento, que se refiere a las cancelaciones
que puedan efectuarse sin el consentimiento del titular re~stral, a
la que se aplica, según la doctrina hipotecaria., la conocida regla
«resolutio iure concedentis, resolvitur ius concessum... Que los
anículos 84 de la Ley Hipotecaria y 175 de su Reglamento se
refieren a supuestos o actuaciones distintos, lo confirma también el
artículo 206 del Reglamento, que en su apartado 12 se refiere a los
supuestos del articulo 83 de la Ley, exigiendo sólo para este caso
el artículo 208 del Reglamento, providencia del Juez o Tribunal
que haya ordenado la anotación. Que el anículo 175.2 del
Reglamento no está en contradicción con el articulo 84 de la Ley,
aparece confirmado no sólo por las consideraciones anteriores, sino
también por la finalidad de disposición contenida en el párrafo
segundo del citado artículo 175; este precepto regula la fase de
cancelación de las cargas posteriores a aquellas que dan origen a un
procedimiento de ejecución, que ya ha terminado con la adjudica­
ción o venta de la finca embargada y esta misma fase aparece
regulada en el procedimiento judicial sumario en la regla 17 del
aniculo 131 de la Ley Hipotecaria; pues bien, al analizar ambos
preceptos, resulta que en ambos procedimientos: a) El manda·
miento cancelatorio se ext'ide por el Juez que está conociendo el
procedimiento de ejecución; b) los derechos de los titulares
registrales posteriores se extinguen con total independencia de la
voluntad de su títular, e) se produce la liquidación de las cargas
posteriores (artículos 1.511 de la Ley de Enjuiciamiento Civil y 131
de la Ley Hipotecaria) y, d) el mandamiento ordenando su
cancelación no hace más que reflejar una situación juridica ya
producida. Que con la 81JUmentaeión sostenida tendente a armoni·
zar los artículos 84 de la Ley con el 175 del Reglamento se consigue
una mayor efectividad del principio de «tutela juridica efectiva»,
consagrado en el artículo 24.1 de la Constitución Española. El
artículo 175 no vulnera el ¡n:incipio de jerarquía normativa y el
artículo 84 DO puede ser aisladamente considerado, y, por ello,
procederá cancelar anotaciones, sin intervención del Juzgado o
Tribunal que ordene practicarlas. siempre Que la cancelación venga
impuesta por apliC8Clón de principios sustantivos o estrictamente
hipotecarios. Estos preceptos hipotecarios tienen aplicación diaria
en la vida registra! y una urgencia reconocida por la propia
jurisprudencia: Resolución de 3 de junio de 1961 (sic). En cualquier
caso, el Registrador nunca puede dejar de aplicar un precepto del
Reglamento Hipotecario. Que analizando la situación de los
acreedores que han anotado su derecho con posterioridad a aquel
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que da lugar a la adjudicación-enajenación.de la finca embargada,
se considera no se produce ninguna sltU8.elÓn de indefensión que
contradiga lo dispuesto en el articulo 24.1 de la ConstituClón
Española, pues cuando su derecho entra en el Registro éste publica
que la titularidad dominical de la finca embargada está afectada por
un proceso de ejecución que puede concluir, como ha ocurrido en
el caso objeto de este recurso. con la extinción del título de dominio
anterior, y consecuentemente. COD la extinción de los derechos
posteriormente anotados. En este caso el Registro no sólo publica
la existencia de una anotación de embargo anterior. sino también.
a través de su nota marginal, que habíase expedido la certificación
a que se refiere el articulo 1.489 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,
y respecto a esta nota marginal bay que estar a io dispuesto en la
Resolución de la Dirección General de los Registros y del Nota­
riado de 13 de abril de 1982, y, en este caso, respecto a la
Comunidad de Propietarios bay que obrar como establecen los
at:ticulos 1.532 y, en su caso, 1.533 de la Ley de Etijuiciamiento
Cml, y al no hacerlo de este modo, está adoptando una actitud
pasiva, contraria a la diligente actuación que le permitirla la
posibilidad de obtener una tutela juridica efectiva, La Comunidad
de Propietarios no puede olvidar los límites que tiene su efectiva
tutela juridica, la cual no ba sido lesionada: a) Porque supo, desde
un pnncipio. que su derecho estaba sujeto a las resultas de un
proceso de ejecución; b) porque se abstuvo de utilizar todos los
medios jurídicos a su alcance; e) porque reconocer el derecho
oreferente de la Comunidad en este trámite, implicaría desconocer
los derechos del adjudicatario-adquirente, a resultas del procedi­
miento de ejecución. Esta doctrina viene confirmada por la
jurisprudencia del Tribunal Constitucional, entre otras, en laa
sentencias de 8 de mayo de 1984 y 8 de octubre de 1985, y en todo
caso no puede olvidarse lo establecido en la Resolución de 26 de
junio de 1986. Que el auto presidencial estima que acreditada en
este recurso la nulidad del mandamiento de cancelación, que el
Registrador debió denegar, y «sin declarar la nulidad del asiento de
cancelación» por no haberse solicitado, no existe obstáculo legal
al$uno para admitirse el recurso y ordenar la inscripción denegada,
«SIn perjuicio de que, firme esta resolución, el señor Registrador
por si o a instancia de parte interesada, proceda a la cancelación del
asiento de cancelación, y sobre esto, se considera que la posibilidad
de cancelar el asiento de cancelación letra K), sólo es posible
cumpliendo estrictamente los trámites establecidos en el articulo 40
de la Ley Hipotecaria, no siendo el recurso ",bernativo idóneo~
declarar la nulidad del título en cuya VIrtud se practicó dicho
asiento, en el caso de que tal nulidad fuese evidente; y, sobre este
respecto cabe citar laa Resoluciones de 21 de mayo de 1881, 7 de
mayo de 1884, 4 de abril de 1885, 2 de marzo de 1962 Y 23 de
a80sto de 1983 (sic), entre otras. Que la Ley Hipotecaria permite al
Registrador rectificar por si los errores cometidos en la redacción
de los asientos en los supuestos de los articulas 213.1, 216 y 217 de
dicba Ley, pero no la rectificación pretendida, que ni lo es de un
error material, ni de un error que resulte claramente del asiento
realizado, asi pues el asiento de cancelación letra K) produce todos
sus efectos mientras subsista, y si todos los interesados en dicho
asiento de cancelación consienten en dejarlo sin efecto, podrán
hacerlo y, para ello, como tiene su origen en un mandamiento
judicial, tendrán que dirigir su escrito al Juez que la ordenó,
conforme al articulo 84 de la Ley Hipotecaria; Y de no ponerse.de
acuerdo aquellos que se crean peJjudlcados no tienen otra alterna­
tiva que promover el juicio declarativo correspondiente, cuya
sentencia será inscribible de acuerdo con la Resolución de 1 de
febrero de 1929; asi puea acceder a la cancelación sin cumplir lo
exigido en el articulo 40 de la Ley Hipotecaria supondría una
indefensión juridica para laa demás personas interesadas en dicho
asiento, que se verán privadas de su derecho, sin posibilidad alguna
de tutela jurídica.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Vistos los articulos 24 de la Constitución y 1,38,40,82,83,221
y siguientes de la Ley Hipotecaria, .

1. En el presente recurso ae pretende el despacho de un
mandamiento en el que se ordena verificar ciertas especificaciones
respecto de una anotación anterior ya cancelada.

2. No procede examinar por el cauce de este recurso guberna­
tivo la calificación del Registrador que dio lugar a la cancelación de
la anotación cuya modificación abora se pretende; extendido el
asiento de cancelación, la situación registral resultante queda bajo
la salvaguardia de los Tribunales, produciendo todos sus efectos
mientras no se declare su inexactitud en los ténninos establecidos
en la Ley Hipotecaria (articulo 1.0 de la Ley Hipotecaria); no basta
para su rectificación, modificación o cancelación ni cualquier
mandamiento judicial ni una simple declaración recaída en expe.­
diente 8ubernativo, sino que ba de entablarse, como preceptúa el
artículo 40 de la Ley Hipotecaria, el correspondiente jutcio declara­
tivo contra todos aquellos a Quienes los asientos que se tratan de
rectificar concedan algún derecho.

Esta Dirección General ba acordado estimar el recurso de
apelación interpuesto por el Registrador, revocando el auto apelado
y confirmando la nota recurrida..

Lo que, con devolución del expediente original, comunico a V. E.
para su conocimiento Y electos. .

Madrid, 18 de enero de 1988.-E1 Director general, Mariano
Martin Rosado.

Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de zaragoza.

RESOLUCION de 19 de enero de 1988, de la Direc­
ción General de los Registros y del Notariado. por la
tpJe, en cumplimiento de lo dispuesto en el arllculo 223
del Reglamento del Registro Civil, se Ot:UETda publicar
la relación de concesiones JI aprobaciones de naciona­
lidad durante el segundo semestre de 1987.

De conformidad con lo establecido en el articulo 223 del vigente
Reglamento del Registro Civil,

Esta Dirección General ba acordado la publicación de la
relación de concesiones y aprobaciones de nacionalidad correspon­
diente al segundo semestre de 1987.

Madrid, 19 de enero de 1987.-E1 Director general, Mariano
Martín Rosado.

Relación que u cita, con expresi6n de nombre y apellidos, naciona­
lidad invocada y fecha de concesi6n

Mohamed Hammu Haddu "YayaouDt. Marroqul. 2 de julio
de 1987.

Taanan Miman Mobamed «Sa\mi». Marroquf. 2 de julio de 1987.
Dris Hamed Mustali. Marroquf. 2 de julio de 1987.
MaIik Hamete Abdelkader. Marroqul. 2 de julio de 1987.
Farida Tayid Hamed. Marroqui. 2 de julio de 1987.
Fátima Hach Mustafá Abdelkader Hanafi. Marroquf. 2 de julio

de 1987.
Rachid Tani Mobamed. Marroqul. 2 de julio de 1987.
Hasbia Dris Mobamed. Marroqul. 2 de Julio de 1987.
Hassan Mebamed Abdel-Lab «Azuguah». Marroquí. 2 de julio

de 1987.
Orla Mebamed Abdel-Lab «Azuguah». Marroquf. 2 de julio

de 1987.
Farid Hamete Abdelkader. Marroquf. 2 de julio de 1987.
Azman Kaddur Mobamed. Marroquf. 2 de julio de 1987.
Hossain Mimun Mobamed. Marroquf. 2 de julio de 1987.
Habiba M_ud Achor. Marroquf. 2 de julio de 1987.
Abderrabaman Maanan Mobamed. Marroqul. 2 de julio de 1987.
Rabma Hamed AIí «El Madinni». Marroquf. 2 de Julio de 1987.
HusaeIn TaItar Moh. Marroqul. 2 de julio de 1987.
Mobamed Mesaud Icho. Marroqul. 2 de julio de 1987.
Fátima Said Mobamed. Marroqul. 2 de julio de 1987.
GaIia Yamani Kaddur. Marroquí. 2 de Julio de 1987.
Mobamed Mabo Kaddur. Marroquí. 2 de julio de 1987.
Bagdad Hammu Tabar. Marroqul. 2 de julio de 1987.
zaItara Teibi Ahmed "Yilali». Marroquí. 2 de 'ulio de 1987.
Aicha Hadi Aomar. Marroqul. 2 de julio de 1§87.
Fadma Hamed Si AH. Marroquí. 2 de julio de 1987.
Mobamedi Driss Abdeslam «Raí..". Marroqui. 2 de julio de 1987.
Karima Aornar Mobamed. Marroquí. 2 de julio de 1987.
Myriam Marlene Cisneros Martínez. U~ya, 2 de julio de 1987.
Aida Graciela Ramírez Salazar. Colombtana. 2 de julio de 1987.
Micbael Land Morales. Británica. 2 de julio de 1987.
Andrea Julia Elena Blaye Giran!. Francesa. 2 de julio de 1987.
Mobamed TaIaI Dwedari Bakarat. Siria, 2 de julio de 1987.
Juan Antonio Camarasa Morera. Francesa. 2 de julio de 1987.
Marcelo Alejandro Beiras del Carril. Argentina. 2 de julio de 1987.
Frances Antoinette López Couzo. Norteamericana. 2 de julio

de 1987.
Xavier David Calvano Perca. Brasíleña,·2 de julio de 1987.
Valentina Rodríguez. Dominicana. 2 de julio de 1987.
J0ll" Ornar Cutro. Argentina. 2 de julio de 1987.
Bering Esteban Comparini Quintana. Chilena. 2 de julio de 1987.
Elyse Gendron. Canadiense. 2 de julio de 1987.
Salomón Bencbabo Melul. Marroquf. 2 de julio de 1987..
Sara Bengio Benmerguí. Marroquf. 2 de julio de 1987.
Graciela Susana Formica Genzano. Argentina. 2 de julio de 1987.
Susana Benalcázar Paz. Ecuatoriana. 2 de julio de 1987.
Bassam Al·IssmaiI. Siria, 2 de julio de 1987.
Esmeralda Sagarazu Curucini. Uruguaya, 2 de julio de 1987.
Francisca Martina Burger. Suiza. 2 de julio de 1987.
Ahmed Amar·Hammu Ismaeli. Marroquf. 2 de julio de 1987.
Bbarati Ahuja, India. 2 de julio de 1987.
María del Carmen Lavin Ruiz. Argentina. 2 de julio de 1987.
Francisca Ester Vargas Anabalón. Chilena. 2 de julio de 1987.


